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REF.  Exp. T. No. 50001 22 13 000 2011 00196 -01
Se decide la impugnación interpuesta contra el fallo de 4  de agosto de 2011, mediante el cual la Sala Civil –Familia del Tribunal Superior de Villavicencio negó la acción de tutela promovida por Heriberto Martínez Ramírez  frente al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esa misma ciudad. 
EL RECLAMO CONSTITUCIONAL
Y SU FUNDAMENTO

1. El peticionario, quien actúa por conducto de apoderada judicial, demanda la protección constitucional de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por el funcionario judicial acusado al emitir la sentencia de 10 de junio de 2011, por medio de la cual revocó la de primera instancia proferida por el Juzgado Primero Civil Municipal de Villavicencio en el proceso ejecutivo singular iniciado en su contra por Jairo Mosquera González. 
2. Expone el accionante, en síntesis, que notificado del mandamiento de pago propuso como medios exceptivos los que denominó: “pago total de la obligación”, “falta de causa para demandar”, “inexistencia del derecho reclamado”, “cobro de lo no debido”, “ineficacia del título valor, falta de carta de instrucciones para diligenciar espacios en blanco”, “abuso del derecho en el ejercicio ilegítimo del poder”, “violación del principio de la buena fe” y “abuso de la condición dominante en el diligenciamiento de los documentos base del presente proceso”. 
3. Que el juzgado de conocimiento, mediante sentencia de 23 de septiembre de 2010, declaró probada la excepción de “ineficacia del título valor y falta de instrucciones para diligenciar espacios en blanco” y, subsecuentemente, decretó la terminación del juicio ejecutivo, el levantamiento de las medidas cautelares y condenó en costas al ejecutante, decisión que revocó el juzgador de segundo grado al desatar el recurso de apelación interpuesto por el demandante.
4. Que el juez accionado incurrió en vía de hecho  porque desconoció los elementos probatorios aportados válidamente al expediente y sobre los cuales se fundamentaban las excepciones formuladas, pues, de un lado, afirmó que “el demandado no había  probado debidamente que el acreedor –ejecutante-, como tenedor legítimo de los títulos los había diligenciado contrariando sus instrucciones o en forma arbitraria”, aseveración que no es cierta; y de otro, rechazó la excepción de pago total de la obligación por no encontrar consignado en el texto de las letras de cambio “manifestación expresa sobre este hecho”, olvidándose que, según lo dispuesto por el artículo 624 del Código de Comercio, “esta obligación recae sólo sobre los pagos parciales o de los derechos accesorios, ya que en evento de que se trate de pago total lo procedente será la devolución del título”.
5. Solicita que se anule el fallo cuestionado y, subsecuentemente, se le ordene al juzgado acusado que profiera una nueva decisión que “resulte acorde con los derechos vulnerados”, esto es, que confirme la de primera instancia. 

LA RESPUESTA DE LAS AUTORIDADES ACCIONADAS


El juez manifestó que, contrariamente a lo afirmado por el peticionario, valoró todas las pruebas recaudadas y encontró, de una parte, que el ejecutado no había demostrado que los espacios en blanco dejados en los títulos valores fueron llenados “contrariando sus instrucciones”; y de otra parte, relativamente al pago total de la obligación que no existía claridad en ese sentido, pues si bien era cierto que se alegaba haberse realizado mediante consignación, en modo alguno la copia aportada por valor de $150.000.000 de 1º de noviembre de 2006, determinaba que incluyera los valores correspondientes a las letras de cambio, aseveración que tampoco logró probar con los testimonios recibidos.  

    Solicitó que, en consecuencia, se declarara improcedente la acción de tutela impetrada. 
LA SENTENCIA IMPUGNADA

El Tribunal denegó la protección demandada porque concluyó que la sentencia atacada “fue fruto de la valoración de cada una de las pruebas aportadas a la luz de la normatividad que regula la acción impetrada y de las reglas de la sana crítica, ponderación fáctica que, como reiteradamente lo ha señalado la jurisprudencia, no puede ser objeto de cuestionamiento por este mecanismo constitucional”.

LA IMPUGNACIÓN


La apoderada judicial del peticionario sustentó su inconformidad con el fallo de primer grado en similares argumentos a los expuestos en el escrito de tutela e insistió en que debía concederse el amparo solicitado. 
CONSIDERACIONES
1.  El juzgador de segundo grado, revocó la decisión impugnada y, en su lugar, declaró no probadas las excepciones propuestas, determinación que sustentó, entre otras reflexiones, en que en tratándose de títulos valores con espacios en blanco, la carga de la prueba de demostrar, a través de los distintos medios probatorios, que lo incorporado no corresponde a la verdad, le compete a quien lo suscribió, esto es, que fueron llenados “contrariando sus instrucciones, o que fueron llenados arbitrariamente por su beneficiario o tenedor legítimo, sobre lo cual el demandado no probó debidamente”.

Precisó  que “teniendo en cuenta la prueba documental aportada, y la propia declaración de parte del demandante, las letras de cambio, base de recaudo ejecutivo, realmente fueron emitidas en blanco o con espacios sin llenar, entre ellos, la fecha de pago. Entonces, no es cierto, como lo predica la apoderada del demandado, que son documentos inexistentes, porque esto ocurre cuando carecen de firma de su creador, pues, iterase, no es este uno de los espacios que pueda dejarse en blanco para ser llenado luego”. 

En cuanto a la excepción de pago total de la obligación advirtió que, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 624 y 784 del Código de Comercio, “todo acto fundamental o accesorio en relación con un título valor debe constar en el mismo título y como es un acto importante en la vida del título, los pagos totales o parciales deben constar en el mismo. En este punto, si se escrutan las letras de cambio objeto de recaudo, no parece incorporado siquiera un pago parcial”.

Agregó que igual situación acontecía con las denominadas:  “falta de causa para demandar, e inexistencia del derecho demandado”, pues están fundamentadas en que el ejecutado no le adeuda suma alguna al demandante, aspecto que ya había sido objeto de análisis, máxime que “no se arrimó durante el curso del debate probatorio prueba atinente a demostrar sus fundamentos fácticos, incumpliendo de esta manera, el principio de la carga de la prueba, consagrado en el artículo 177 del C. de P. C. y el 1757 del C.C., según los cuales, incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen y, probar las obligaciones o su extinción al que alega aquella o esta”.
2. Analizada dicha providencia observa la Sala que relativamente al primero de los medios exceptivos propuestos, esto es,  “ineficacia del título valor por falta de carta de instrucciones para llenar los espacios en blanco”, el juez acusado no incurrió en vía de hecho, habida cuenta que está fundamentada en un criterio admisible a la luz del ordenamiento jurídico aplicable al asunto debatido.

Cabe advertir que la Corte en pasada ocasión al resolver  otra acción de tutela, referente a los títulos valores con espacios en blanco, señaló que 
“(…). En efecto, el juzgado accionado estimó que si la parte ejecutada propuso como excepción cambiaria la alteración del texto del título-valor, por haberse llenado los espacios en blanco dejados en el momento de su creación, le correspondía a la parte ejecutante demostrar que su completitud se ajustó a la carta de instrucciones o a su autorización, carga probatoria que, a juicio de la Sala, no le incumbía cumplirla a este sujeto procesal, en la medida que el artículo 177 del C. de P. Civil le imponía a la parte demandada probar el supuesto de hecho invocado en la excepción formulada.


“Recuérdase que quien suscribe un título valor con espacios en blanco se declara de antemano satisfecho con su texto completo, haciendo suyas las menciones que se agregan en ellos, pues es conciente que el documento incompleto no da derecho a exigir la obligación cambiaria, luego está autorizando al tenedor, inequívocamente, para completar el título, a fin de poder exigir su cumplimiento, aunque, esto es claro, debe aquel ceñirse a las instrucciones que al respecto se hubieran impartido.


“Por supuesto que esa posibilidad de emitir títulos valores con espacios en blanco, prevista y regulada por el ordenamiento, como ya se dijera, presupone la completitud del título en dos momentos distintos: uno, cuando fue emitido por su creador, y otro, cuando es cubierto para efectos de ejercitar la acción cambiaria. Así se colige de lo dispuesto por el artículo 622 del Código de Comercio.


“Luego, si la parte ejecutada alegó como medio defensivo que el espacio en blanco asignado a la fecha de vencimiento no fue llenado con sustento en un acuerdo o en una carta de instrucciones, constituyendo ese proceder, a su juicio, una “falsedad material”, le incumbía a ella, en asuntos como el de esta especie, probar ese hecho de manera integral, vale decir, que asumía el compromiso de demostrar que realmente fueron infringidas las instrucciones que impartió, labor que, desde luego, tenía como punto de partida demostrar cuáles fueron esas recomendaciones.(…)”. (sent. 20 de marzo de 2009, exp. T. No. 00032).
3. No sucede lo mismo con la excepción de pago total de la obligación, pues, como ya se dejó visto,  el juez fundamentó su decisión en que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 624 y 784 del Código de Comercio, “todo acto fundamental o accesorio en relación con un título valor debe constar en el mismo título y como es un acto importante en la vida del título, los pagos totales o parciales deben constar en el mismo. En este punto, si se escrutan las letras de cambio objeto de recaudo, no parece incorporada siquiera un pago parcial”, determinación que entraña la vía de hecho que le endilga el accionante al juzgador acusado por las siguientes razones: 

a) Atendiendo que los títulos valores son, en línea de principio, medios de pago, susceptibles de ser transferidos por endoso, el artículo 624 ibídem  impone a quienes en éstos intervienen que todo aquello que concierna con el crédito, debe ser incorporado en el cuerpo del instrumento, entre otras razones, para que el adquirente sepa a ciencia cierta qué derecho le están transmitiendo y, a la vez, el deudor tenga conocimiento de cuál es la prestación a la que está obligado. Esta circunstancia es, precisamente, fundamental ante una eventual acción judicial para forzar el pago, especialmente en lo relacionado con las excepciones que se puedan proponer y su viabilidad ya sea frente al acreedor inicial o a los sucesores, escenario que, a la par, coloca en situación diferente al acreedor y deudor originarios, dependiendo si el título ha circulado o no, pues en la medida que intervengan personas extrañas a las partes iniciales, surge la necesidad de cumplir formalismos adicionales. Tan cierto es lo anterior,  que el citado artículo 784, a propósito de la acción cambiaria, autoriza proponer excepciones que doctrinariamente se han agrupado en absolutas (oponibles por cualquier deudor), relativas (sólo pueden proponerse por el deudor interesado en forma directa), reales u objetivas (caben frente a cualquier tenedor) y las personales (solamente por el deudor primigenio  contra el tenedor inicial).    
 b)  Bien cierto es que “[l]as que se funden en quitas o pago total o parcial, siempre que consten en el título” –artículo 784, numeral 7º- (subrayado fuera del texto) puede formularla el obligado frente a cualquier tenedor del título, pues se trata de una “excepción real absoluta”; no es menos cierto, que esto no puede significar que si no se ha dejado literalmente consignado en el documento aquéllas no puedan oponerse en ningún caso, toda vez que, itérase, depende de la posición que tenga quien pagó frente al acreedor. Y, en ese sentido suele suceder que ese pago configure una excepción personal admisible entre las partes. 
c) En el  presente asunto, la acción cambiaria la ejerció directamente el acreedor frente al deudor cambiario (ejecutado), por consiguiente, si el pago  alegado no quedó estipulado en el título, la defensa propuesta, a no dudarlo, fue la “excepción personal” consagrada en el numeral 13 del citado artículo 784, caso en el cual el obligado puede demostrar la solución de la deuda con cualquier otro medio de prueba.
d) Entender, como lo hizo el juzgador accionado, que únicamente  el ejecutado está facultado para esgrimir el pago cuando el mismo consta en el título, equivaldría a beneficiar la omisión del tenedor a los deberes consagrados en el mencionado artículo 624 del estatuto mercantil, en cuanto que a él, en su condición de detentador del título, le compete dejar constancia de hechos como el pago, sea parcial o total, sin que en caso de omitir tal compromiso pueda crear en su favor y en contra del demandado, la  consecuencia que dedujo el juez acusado.

 4. La breve reseña que antecede es suficiente para inferir que la apreciación de los medios probatorios arrimados al proceso  no fue integral, lo cual impone que sea reexaminada conforme a las reglas de la sana crítica (art. 187 C.P.C.).


En ese contexto, no obstante que el demandado, en principio, hizo uso de su derecho de contradicción, al momento de definir la litis, el juzgador acusado no valoró ninguno de sus argumentos ni las  pruebas aducidas y practicadas, por cuanto al fincar la resolución final en que no era valido el pago por no constar en las letras de cambio, sin otro soporte, desechó esa defensa, comportando, concomitantemente, una conculcación del derecho de defensa.


5. 
En este orden de ideas y sin más elucubraciones, la Corte otorgará la protección constitucional solicitada, pero estará encaminada únicamente a que el sentenciador pondere las pruebas reseñadas, incluso, de considerarlo pertinente, las que decrete de oficio y, subsecuentemente, profiera la decisión que estime pertinente.

     6. En consecuencia, se revocará la sentencia impugnada y, en su lugar, se concederá el amparo reclamado, ordenándole al juzgado accionado que adopte las medidas que sean pertinentes según los lineamientos de este fallo y proceda a resolver nuevamente el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA el fallo de la procedencia y fecha preanotadas.

En su lugar,  se concede el amparo del derecho al debido proceso del  accionante. Por ende, se dejan sin valor ni efecto la providencia de 10 de junio de 2011 y todas las demás que de ella se desprendan  y se le ordena que en el término de diez (10) días, contados  a partir de la fecha en que reciba el respectivo expediente, proceda a resolver nuevamente el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia,  según los lineamientos de este fallo. Adjúntesele copia.


 Por la  Secretaría de la Sala oficie al Juzgado Primero Civil Municipal de Villavicencio para que remita al Juzgado Segundo Civil del Circuito de esa misma ciudad, de manera inmediata, el referido proceso ejecutivo. 

Comuníquese telegráficamente esta decisión a los interesados y oportunamente envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.   

FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ
JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

WILLIAM NAMÉN VARGAS
ARTURO SOLARTE RODRIGUEZ
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